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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente de la E.P.S. Seguro Social, contra la sentencia de tutela proferida el siete (07) de marzo de dos mil (2006) por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la señora NANCY GALLEGO GÓMEZ.

2.- DEMANDA 

Fue interpuesta inicialmente en contra de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, a la que dice estar afiliada en calidad de beneficiaria la señora GALLEGO GÓMEZ. Afirma que tiene 41 años de edad y que a raíz de enfermedad que ha venido padeciendo, que le genera graves problemas en su salud, se le ordenó REEMPLAZO TOTAL DE CADERA BILATERAL. Una vez se le practicó la cirugía en la cadera izquierda, quedó pendiente para que a los doce (12) meses se le practicara el reemplazo de la cadera derecha.

Se presentó ante el ISS y se le autorizó la mencionada cirugía desde el veinticuatro (24) de octubre del año anterior, pero hasta la fecha de interposición de la acción, no había sido posible que se le programara la cirugía ordenada.

Manifiesta que la enfermedad que padece en su cadera derecha es muy severa y su condición física le impide valerse por sus propios medios, ya que la patología hace todo más complicado para ella y afecta de manera directa otros órganos de su cuerpo. Así las cosas, no entiende el por qué la entidad accionada le niega y retarda la prestación de un servicio, cuando está de por medio la salud y la vida de las personas.

Solicita del Juez Constitucional que se ordene la programación y práctica del procedimiento REEMPLAZO TOTAL DE CADERA DERECHA, así como que se le garantice integralmente todos los servicios que sean requeridos para la recuperación de su salud, de conformidad con la Constitución y la Ley.

3. respuesta de las entidades accionadas

3.1. E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino.

Informó que la cirugía requerida fue programada para el martes cuatro (4) de abril de dos mil seis (2006) a las 7:00 a.m. Solicitó que se le absolviera de toda responsabilidad por no haber vulnerado derecho fundamental alguno.

3.2. E.P.S. Seguro Social.

Manifiesta que la cirugía de reemplazo total de cadera bilateral fue autorizada desde el veinticuatro (24) de octubre de dos mil cinco (2005), mediante oficio dirigido a la Clínica Pío XII en el que se solicitó la programación del paciente. Señala que su función como E.P.S. fue oportunamente cumplida y por tanto, queda a cargo de tal clínica, adscrita a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, la obligación de programar la cirugía requerida por la actora, para lo cual debe aportar tanto el recurso humano como la disponibilidad necesarios para la valoración, sin que sea excusa la falta de presupuesto, de conformidad con el contrato interadministrativo suscrito entre ambas entidades, por lo cual la E.S.E. recibe oportunamente sus honorarios.

Solicita que se requiera a la Dirección de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino para que explique las razones por las cuales no ha programado la cirugía, aunque advierte que nuevamente solicitará a tal contratista la realización del procedimiento ordenado. 

4- FALLO 

La señora Juez Primera Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, tuvo en cuenta al momento de pronunciarse de fondo sobre el asunto puesto a su consideración, que la señora NANCY GALLEGO GÓMEZ se encontraba afiliada a la E.P.S. ISS como beneficiaria y el cotizante se encontraba al día en sus aportes, razón por la cual tenía derecho a que se le brindara una atención integral, dentro de la cual obviamente figuraba la cirugía REEMPLAZO TOTAL DE CADERA DERECHA que requiere de conformidad con la patología que presenta, de conformidad con la orden emitida por el médico especialista tratante adscrito a la entidad.

Entendió que por falta de la cirugía ordenada, cada día que pasa hace el estado de salud de la accionante más delicado, con lo cual se compromete su calidad de vida. De todas maneras, así se hubiera informado que el procedimiento estaba programado para el cuatro (4) de abril, hasta el momento de proferirse el fallo, todavía no se había realizado.

Desestimó la manifestación efectuada por la E.P.S. en el sentido de haber autorizado el procedimiento y que era responsabilidad de la E.S.E. la práctica de la cirugía, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional, relativa a la obligación de las E.P.S. de continuar los tratamientos iniciados, en especial por cuanto todavía no se había efectuado el procedimiento que requería la actora.

Concluyó entonces que era obligación de la entidad accionada, la práctica de la cirugía ordenada a la señora GALLEGO GÓMEZ por su médico tratante, además el suministro oportuno de todos los medicamentos y tratamientos que requiera en razón de la patología que presenta, para lo cual además dijo que el procedimiento ordenado estaba incluido dentro del POS y su exigencia no excedía sus límites. 

En consecuencia, concedió el amparo a los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana y ordenó a la E.P.S Seguro Social y a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, en cabeza de sus respectivos Gerentes, la realización de la cirugía en la fecha en que se informó estaba programada. Además, que se continuara atendiendo oportunamente todo el tratamiento que su condición de salud requiere, de acuerdo con la patología que presenta y se suministren los medicamentos o cirugías que los galenos ordenen, sin importar si están o no en el POS, de todo lo cual se informaría al Juzgado.

Dejó a salvo la facultad de recobro de la E.P.S. ante el Estado, Ministerio de Salud, a través de los mecanismos legales.

5.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, solicita en el escrito mediante el cual sustenta su disenso con el fallo proferido, que se desvincule del trámite a la E.P.S. que representa, ya que su función es autorizar las órdenes remitidas por la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, lo que ya se efectuó desde el pasado veinticuatro (24) de octubre de dos mil cinco (2005). Aduce que no son ellos los que programan ni practican la cirugía ordenada.

Agrega que la E.S.E  mencionada está obligada a cumplir y respetar las prerrogativas fundamentales de las personas que tienen derecho a la salud, sin que entienda las razones por las cuales nunca es vinculada tal entidad.

6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sobre los argumentos presentados por la entidad accionada al presentar la impugnación, debe necesariamente decir la Sala que no pueden ser de recibo por lo siguiente:

Contrario a lo manifestado durante todo el trámite por quienes representan a la E.P.S. Seguro Social, el compromiso que una de tales entidades adquiere es sumamente importante, toda vez que debe responderle tanto al Estado Colombiano como a los directos destinatarios de la atención de las necesidades de salud, cuya atención le ha sido encomendada por aquél precisamente como vehículo para la  satisfacción de las obligaciones estatales que motivaron la creación del Sistema General de Seguridad Social de nuestro país, del cual el Seguro Social innegablemente hace parte.

En ese entendido, es indiscutible que la función encomendada al Seguro Social necesariamente debe ir más allá de la simple autorización para la entrega de medicamentos o la realización de los procedimientos terapéuticos que sus afiliados requieren, toda vez que está en la obligación de remover las amenazas que sobre la salubridad de sus beneficiarios sean detectadas, incluso, debe desarrollar programas de índole preventivo en aras de satisfacer los fines para los cuales fue creado, ni más ni menos que velar por la conservación de las condiciones de salud de quienes la han elegido como su entidad prestadora de salud.

En esas condiciones, no es apropiado que solamente con enviar los pacientes a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino se considere agotada la intervención de la E.P.S. del Seguro Social, cuando es evidente que no puede dejar a sus usuarios abandonados a la suerte que puedan correr en tal centro asistencial y, además,  es de la esencia de sus funciones que les brinde acompañamiento permanente y esté al tanto de la forma como son atendidos, porque de una u otra manera la responsabilidad sobre la calidad, idoneidad y oportunidad de los servicios prestados a sus afiliados, para todos los efectos, sigue estando en manos de quienes representan al Seguro Social.

Nótese que el vínculo que une a la E.P.S. Seguro Social con la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino es uno de índole contractual entre tales instituciones, que impone obligaciones correlativas, tal como se afirmó al pronunciarse sobre la demanda impetrada, consistentes en la prestación de unos servicios y el correspondiente pago por parte del Seguro Social. Empero, la existencia de tal contrato, no puede ser tenida como argumento para que la E.P.S. se margine de sus funciones como Entidad Prestadora de Salud, razón de ser de su existencia y continuidad como institución de derecho público.

En esas condiciones, no aparece posible que se excluya del cumplimiento del fallo a la E.P.S. estatal, porque además, la señora Juez de primera instancia tuvo buen cuidado de ordenar una atención integral, para que se le suministraran a la señora GALLEGO GÓMEZ los procedimientos y medicamentos que requiera para atender la patología que presenta, estuvieran o no estuvieran incluidos en el POS; por tanto, la vinculación de la E.P.S. Seguro Social, dada la facultad que se le concedió para que efectuara el recobro por los gastos a los que en principio no estuviera obligada, es garantía para que en el futuro, mantenga el equilibrio financiero que se vería afectado por las erogaciones relacionadas con la patología objeto del amparo.

Con fundamento en tales disquisiciones, se impone la confirmación del fallo impugnado.     

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: Se CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           
                    IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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